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ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA

PODER LEGISLATIVO

“2016, Año de la Lucha Contra la Diabetes”
	



Iniciativa de Decreto por el que se reforma y adiciona el artículo 8 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza.

· Para reconocer expresamente el derecho de acceso a internet y a la banda ancha

Planteada por el Diputado Francisco Tobias Hernández, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.

Primera Lectura de la Iniciativa: 12 de Mayo de 2016.

Segunda Lectura de la Iniciativa: 26 de Mayo de 2016.
Turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia.
Primera Lectura del Dictamen: 31 de Mayo de 2016.
Segunda Lectura del Dictamen: 8 de Junio de 2016.
Declaratoria: 6 de Septiembre de 2016.

Decreto No. 538

Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado: P.O. 78 / 27 de Septiembre de 2016.
INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 8 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PARA RECONOCER EXPRESAMENTE EL DERECHO DE ACCESO A INTERNET Y A LA BANDA ANCHA, PRESENTADA por EL GRUPO PARLAMENTARIO “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, EN VOZ DEL DIP. FRANCISCO TOBIAS HERNÁNDEZ 
Los que suscriben, integrantes del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, en voz del diputado Francisco Tobias Hernández, de la LX Legislatura del Honorable Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con fundamento en lo dispuesto en el Artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como en los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I, y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, ponemos a consideración de ustedes, compañeras y compañeros legisladores, la presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma y adiciona el Artículo 8 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El permanente desarrollo de las tecnologías de la información y comunicación ha generado grandes impactos en la vida en sociedad de todos los Coahuilenses; impactos que, cuando lo ameritan, por su valor y trascendencia para la dignidad de las personas, deben ser incorporados en la forma de principios y derechos al sistema jurídico e institucional por el que nos regimos. El acceso a Internet es uno de estos desarrollos tecnológicos que, indiscutiblemente, debe ser abordado en el sistema constitucional local en un marco de reconocimiento, protección y efectividad plena de los derechos humanos en todos sus ámbitos; tal como actualmente se encuentra dispuesto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.


En esta tesitura, se ha identificado que la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza aún no reconoce como un derecho fundamental el acceso a Internet y a la banda ancha. Es por ello que, a través de la presente Iniciativa, se propone modificar el Artículo 8 constitucional con el propósito de actualizar la Ley Fundamental de los Coahuilenses en ese sentido. Aunque el derecho a la banda ancha e Internet no se encuentren actualmente contenidos en la Constitución local, todas las autoridades y los particulares en nuestra entidad estamos obligados a protegerlos y garantizarlos, a través de cambios normativos, políticas públicas e, incluso, medios administrativos y jurisdiccionales de reclamación. Esto es así en virtud de la interpretación conforme y del principio pro persona, mandatados en el Artículo 1º de la Constitución mexicana, pues es suficiente su reconocimiento por parte de los sistemas internacional y nacional -el cual ya ha tenido lugar- para que cobre vigencia tal obligación. No obstante, se considera de gran relevancia que expresamente se reconozca tal prerrogativa en el marco normativo fundamental del estado.

En la presente Exposición de Motivos se aborda lo relativo al surgimiento y a la evolución de Internet, así como su creciente impacto en la vida diaria de las personas y su utilidad para alcanzar una mayor efectividad de diversos derechos humanos. Asimismo, se señalan y analizan las razones ético-jurídicas que justifican la adición constitucional que se pretende. Se expone y acredita la necesidad y viabilidad de esta innovación constitucional con base en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, en las disposiciones constitucionales federales y en la prospectiva de la misma Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza. La aprobación de esta Iniciativa de Decreto contribuirá a seguir haciendo de Coahuila un estado vanguardista en materia de derechos humanos, así como en lo que respecta al aprovechamiento de los recursos tecnológicos para evolucionar en el reconocimiento material de la dignidad humana y sus manifestaciones.

ORIGEN Y DEFINICIÓN DE INTERNET

El Internet surgió en la década de los sesentas, como resultado de una gran cantidad de proyectos desarrollados al interior de la denominada Agencia de Proyectos de Investigación Avanzados de Defensa (DARPA, por sus siglas en inglés), una agencia del Departamento de Defensa de Estados Unidos, creada en 1958 como consecuencia de los esfuerzos tecnológicos derivados de la denominada “Guerra Fría”.

La historia sobre el origen y la evolución de Internet se encuentra disponible en una gran cantidad de textos alojados en sitios, precisamente, de Internet. Uno de ellos es el creado por Internet Society, una organización global dedicada a la expansión y promoción del acceso de una mayor cantidad de personas a la gran red que ha revolucionado, como ninguna otra creación tecnológica, la forma de comunicación y relación entre las personas
. Según la historia compartida por Internet Society, en agosto de 1968, después de que Lawrance Roberts y la comunidad financiada por DARPA redefinieran la estructura general y las especificaciones de ARPANET (plan publicado en 1967 en el que se desarrolló el concepto de redes informáticas), DARPA publicó una solicitud de presupuesto para desarrollar uno de los componentes clave, los conmutadores de paquetes llamados procesadores de mensajes de interfaz (IMP). La solicitud de presupuesto la ganó en diciembre de 1968 un grupo liderado por Frank Heart, de Bolt, Beranek y Newman (BBN). Mientras, el equipo de BBN trabajaba en los IMP, con Bob Kahn desempeñando un importante papel en el diseño arquitectónico general de ARPANET, Roberts, junto con Howard Frank y su equipo de Network Analysis Corporation, diseñaron la topología y la economía de la red. El sistema de medición de la red lo preparó el equipo de Kleinrock en UCLA. Debido al temprano desarrollo de Kleinrock de la teoría de conmutación de paquetes y a su trabajo en el análisis, el diseño y la medición, su Network Measurement Center de UCLA fue seleccionado como el primer nodo de ARPANET. Se recogió el fruto de estos esfuerzos en septiembre de 1969, cuando BBN instaló el primer IMP en UCLA y se conectó el primer host. El proyecto “Augmentation of Human Intellect” (aumento del intelecto humano, que incluía NLS, un antecedente del sistema de hipertexto), en el Standford Research Institute (SRI), fue el segundo nodo. Un mes más tarde, cuando el SRI se conectó a ARPANET, se envió el primer mensaje de host a host desde el laboratorio de Kleinrock hasta el SRI. Se añadieron dos nodos más, en la Universidad de California en Santa Bárbara y en la de Utah.
En octubre de 1972, Kahn organizó una gran demostración de ARPANET, que tuvo mucho éxito: la primera demostración pública de esta nueva tecnología de redes. En 1972 también se introdujo la aplicación “hot” inicial, el correo electrónico. En marzo, Ray Tomlinson, de BBN, escribió el software básico de envío y lectura de mensajes de correo electrónico, motivado por la necesidad de los desarrolladores de ARPANET de un mecanismo sencillo de coordinación. En julio, Roberts amplió su utilidad escribiendo la primera utilidad de correo electrónico para hacer listas de mensajes, leerlos selectivamente, archivarlos, reenviarlos y responder a los mismos. A partir de ese momento, el correo electrónico se convirtió en la aplicación de red más importante durante más de una década. Esto presagió el tipo de actividad que vemos hoy en día en la World Wide Web, es decir, un crecimiento enorme de todo tipo de tráfico “de persona a persona”.
En el Diccionario de la Real Academia Española se define a Internet como red informática mundial, descentralizada, formada por la conexión directa entre computadoras mediante un protocolo especial de comunicación
.

De acuerdo con una idea consensada amplia
, desde un punto de vista informático, Internet es una red de redes. Sin embargo, bajo este término podemos englobar también al conjunto de personas que utilizan esas redes de información y a la información en sí misma. El World Wide Web, conocido también como Web, es un conjunto de servidores de información multimedia conectados y accesibles sobre esta red de redes (Internet), gracias a la utilización de técnicas de hipertexto. Este sistema se basa en lazos de unión de hipertexto (como el HTML por Hyper Text Markup Language). De esta forma, un usuario que consulta un servidor conectado al Web y que selecciona una palabra clave, puede ser transferido inmediatamente a otro servidor que esté "ligado" al precedente.

INTERNET Y SU TRASCENDENCIA PARA LA 
EFECTIVIDAD DE LOS DERECHOS HUMANOS

El acceso y uso de Internet incide –y puede incidir– en prácticamente todos los derechos humanos. Si bien es cierto, el derecho a la libertad de expresión y opinión ha sido la prerrogativa que para cuyo ejercicio ha sido más útil el uso de llamada “red de redes”, también es cierto que abundan los campos en los cuales su uso ha derivado en la afectación positiva o negativa de otros tantos derechos humanos.


Enseguida se exponen algunos de los derechos humanos en relación con los cuales Internet ha tenido una mayor influencia. De cada uno de los derechos se presenta una breve noción, una parte de su tratamiento por el derecho nacional y su reconocimiento en algunos instrumentos internacionales.  

A) Libertad de expresión. La libertad de expresión es lo que permite la creación de la opinión pública, esencial para darle contenido a varios principios del Estado constitucional, como lo son algunos derechos fundamentales
. 

Derecho nacional. En el párrafo primero del Artículo 6º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se mandata que “[l]a manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, la vida privada o los derechos de terceros, provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será ejercido en los términos dispuestos por la ley (…)”
. 

Derecho internacional. En el Artículo 19 de la Declaración Universal de Derechos Humanos se dispone que todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión, y se detalla que este derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión.
 

B) Información. El derecho de acceso a la información pública debe entenderse como un derecho constitucional autónomo en función de su diverso origen. No es en exclusiva un derecho que emane de la libertad de expresión en su dimensión de investigar, aunque sin lugar a dudas dicha facultad es un detonante. Tampoco debe entenderse como un derecho emanado de la obligación del Estado de publicitar su actuar, aunque también es un detonante. El derecho de acceso encuentra su nacimiento autónomo en ambas. Es una obligación estatal publicitar así como es un derecho ciudadano investigar. Entre ambos hacen surgir un derecho especial y con entidad propia
. 

Derecho nacional. En los párrafos primero, última oración, y segundo del mismo Artículo 6º constitucional, el cual reconoce el derecho a la libertad de expresión, y estrechamente ligado al mismo, se tutela el derecho de acceso a la información: “El derecho a la información será garantizado por el Estado. Toda persona tiene derecho al libre acceso a información plural y oportuna, así como a buscar, recibir y difundir información e ideas de toda índole por cualquier medio de expresión”.

Derecho internacional. Al igual que en el caso del derecho nacional, el reconocimiento del derecho de acceso a la información en el derecho internacional se vincula al derecho de la libertad de expresión. Como parte del texto del citado Artículo 19 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, se contiene en mandato: “…este derecho (el de libertad opinión y expresión) incluye… el de investigar y recibir informaciones y opiniones”.

C) Educación. Por una parte, el derecho a la educación es un derecho de libertad que supone, entre otras cuestiones, que cualquier persona tiene derecho a acceder a una escuela, que los poderes públicos no le pueden prohibir a alguien que ingrese en un determinado centro educativo si ha cumplido con los requisitos establecidos, que los particulares pueden impartir educación y que en la educación superior existe la libertad de cátedra e investigación. Pero, por otra parte, el derecho a la educación tiene un componente prestacional que se puede resumir con las siguientes palabras: es una obligación del Estado construir y mantener el sistema educativo nacional
 (garantía de instrucción).  

Derecho nacional. En el Artículo 3º de la Ley Fundamental de México, uno de los más extensos y desarrollados (a nivel de legislación secundaria) de este ordenamiento primario, entre otras cuestiones, se dispone que todo individuo tiene derecho a recibir educación, así como que la educación que imparta el Estado tenderá a desarrollar armónicamente todas las facultades del ser humano y fomentará en él, a la vez, el amor a la Patria, el respeto a los derechos humanos y la conciencia de la solidaridad internacional, en la independencia y en la justicia. Mención especial amerita la definición de democracia que se halla en este artículo, derivada del establecimiento de la obligación de que uno de los criterios que deben de orientar a la educación es el democrático: “…considerando a la democracia no solamente como una estructura jurídica y un régimen político, sino como un sistema de vida fundado en el constante mejoramiento económico, social y cultural del pueblo”.

Derecho internacional. En el Artículo 22 de la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1793 se estableció que la instrucción es una necesidad común y que –en ese sentido– la sociedad debe de favorecer con todo su poder los progresos de la razón pública, y poner la instrucción al alcance de todos los ciudadanos
. 

D) No discriminación e inclusión. Se abordan intencionalmente de forma conjunta ambos derechos por la situación de que se encuentran íntimamente vinculados, pues no se explica la eficacia del primero sin la vigencia del segundo. Si la discriminación es una conducta, culturalmente fundada, y sistemática y socialmente extendida, de desprecio contra una persona o grupo de personas, sobre la base de un prejuicio negativo o un estigma relacionado con una desventaja inmerecida, y que tiene por efecto (intencional o no) dañar sus derechos y libertades fundamentales
, si esto es así, la no discriminación es todo lo contrario: no despreciar a una persona o grupo de personas, sobre la base de un prejuicio negativo o estigma relacionado con una desventaja inmerecida. 
Ahora bien, en cuanto a la inclusión, a lo que apela es al reconocimiento de la igual dignidad, que tiene su traslación legal, en expresión de Hannah Arendt, en el “derecho a tener derechos”, y que se vincula con la noción de ciudadanía. La inclusión no es equiparable al mero estatus legal de ciudadano, sino más bien a que las condiciones para el ejercicio de esa igual dignidad sean efectivas en los diferentes ámbitos. También el ámbito de la inclusión supone el respeto de la igual dignidad en el proceso democrático deliberativo
.       


Derecho nacional. Amén de la proliferación relativamente reciente de ordenamientos y normas de desarrollo constitucional que previenen, prohíben y sancionan la discriminación, entre los que destaca la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación, en la Carta Magna mexicana se ha establecido su prohibición en diversos artículos. Dicha prohibición encuentra su primera referencia en el párrafo quinto del Artículo 1º: “Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas”.

En cuanto a la inclusión, para los fines de esta iniciativa, con independencia de las ocasiones en las que se puede asumir que se hace referencia implícita a la misma, cuando se aborda explícitamente el tema de la discriminación en la Constitución mexicana, se trata, entre otros, en los siguientes artículos:

Párrafo sexto, fracción IX, del Artículo 3º: “La ley establecerá las reglas para la organización y funcionamiento del Instituto, el cual regirá sus actividades con apego a los principios de independencia, transparencia, objetividad, pertinencia, diversidad e inclusión” (educación). 

Fracción I, del apartado B, del Artículo 6º: “El Estado garantizará a la población su integración a la sociedad de la información y el conocimiento, mediante una política de inclusión digital universal con metas anuales y sexenales” (radiodifusión y telecomunicaciones).

Derecho internacional. En el Artículo 2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos se dispone que “toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en esta Declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición. Además, no se hará distinción alguna fundada en la condición política, jurídica o internacional del país o territorio de cuya jurisdicción dependa una persona, tanto si se trata de un país independiente, como de un territorio bajo administración fiduciaria, no autónomo o sometido a cualquier otra limitación de soberanía”.
DERECHO INTERNACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS
Tanto en el marco del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, como en el de la cooperación internacional para el desarrollo, Internet ha sido protegido y considerado, respectivamente, como una potente herramienta para elevar la dignidad y calidad de vida del ser humano. 

En julio de 2012 el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas aprobó la resolución A/HRC/RES/20/8 relativa a la promoción, protección y disfrute de los derechos humanos en Internet, de la cual cabe destacar los primeros tres puntos resolutivos de la misma donde se señala que el Consejo:

1. Afirma que los derechos de las personas también deben estar protegidos en Internet, en particular la libertad de expresión, que es aplicable sin consideración de fronteras y por cualesquiera procedimientos que se elija, de conformidad con el artículo 19 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos;
2. Reconoce la naturaleza mundial y abierta de Internet como fuerza impulsora de la aceleración de los progresos hacia el desarrollo en sus distintas formas;

3. Exhorta a los Estados a que promuevan y faciliten el acceso a Internet y la cooperación internacional encaminada al desarrollo de los medios de comunicación y los servicios de información y comunicación en todos los países;

(…)


Asimismo, en el Objetivo 9 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible 2015-2030 de las Naciones Unidas, relativo a “Construir infraestructuras resilientes, promover la industrialización inclusiva y sostenible, y fomentar la innovación”, se señala como una de sus metas, el “aumentar de forma significativa el acceso a la tecnología de la información y las comunicaciones y esforzarse por facilitar el acceso universal y asequible a Internet”
.


En lo que respecta al Sistema Interamericano de Derechos Humanos, se ha reconocido la importancia del Internet en el desarrollo democrático de los Estados al señalar que “el entorno en línea no solo ha facilitado que los ciudadanos se expresen libre y abiertamente, sino que también ofrece condiciones inmejorables para la innovación y el ejercicio de otros derechos fundamentales como el derecho a la educación y a la libre asociación. Como lo ha sostenido la Asamblea General de la OEA
, las tecnologías de la información y la comunicación (TIC) son cruciales para el desarrollo político, económico, social y cultural, así como un factor esencial para la reducción de la pobreza, la creación de empleo, la protección ambiental y para la prevención y mitigación de catástrofes naturales”
. 

Así pues, en el ámbito internacional existe la convicción de que el Internet es un importante instrumento, cada vez más indispensable, para el desarrollo y ejercicio pleno de los derechos humanos, principalmente el de la libertad de expresión como lo ha considerado el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas. Razón suficiente para su necesario reconocimiento en el régimen interno de cada Estado y, por supuesto, de Coahuila. 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

El 11 de junio de 2013 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la reforma constitucional en materia de telecomunicaciones, por la cual el Constituyente Permanente reconoció como un derecho fundamental el acceso al Internet
 y a la banda ancha
. Como se sabe, con anterioridad a esta reforma en el Artículo 6º constitucional ya se reconocía la libertad de expresión y el derecho a la información; no obstante, es a partir de estos derechos básicos que el Poder Reformador de la Constitución construyó la nueva prerrogativa como un catalizador y consecuencia necesaria de los primeros. Así, en el texto constitucional vigente se dispone lo siguiente: 

Artículo 6º. La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, la vida privada o los derechos de terceros, provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será ejercido en los términos dispuestos por la ley. El derecho a la información será garantizado por el Estado.

Toda persona tiene derecho al libre acceso a información plural y oportuna, así como a buscar, recibir y difundir información e ideas de toda índole por cualquier medio de expresión.

El Estado garantizará el derecho de acceso a las tecnologías de la información y comunicación, así como a los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, incluido el de banda ancha e Internet. Para tales efectos, el Estado establecerá condiciones de competencia efectiva en la prestación de dichos servicios. 

(…)

B. En materia de radiodifusión y telecomunicaciones:

I. El Estado garantizará a la población su integración a la sociedad de la información y el conocimiento, mediante una política de inclusión digital universal con metas anuales y sexenales. 

(…)


Es importante señalar que en el artículo transitorio Décimo Cuarto de la reforma antes mencionada se dispone que el Ejecutivo Federal tendrá a su cargo la política de inclusión digital universal, la cual, entre otras metas, tendrá como objetivo que por lo menos el 70% de todos los hogares y el 85% de todas las micros, pequeñas y medianas empresas a nivel nacional, cuenten con acceso a Internet con una velocidad real para descarga de información de conformidad con el promedio registrados en los países miembros de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos. Asimismo, se señala que las entidades federativas deberán elaborar las políticas locales de telecomunicaciones y realizarán las acciones tendientes a garantizar el acceso a Internet de banda ancha en edificios e instalaciones de las dependencias y entidades de la administración pública local. 

Con base en esto, en términos del primer artículo de la Constitución Federal, el acceso al Internet y a la banda ancha es un derecho reconocido a todos los mexicanos, y todas las autoridades, incluyendo este Honorable Congreso, están obligadas a promover, respetar, proteger y garantizar esta prerrogativa de acuerdo con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. 

En esta coyuntura se refleja la importancia de fortalecer los alcances de este derecho a nivel local, en el ámbito de competencias de los Poderes del Estado, incluyendo las facultades de esta Legislatura para modificar el sistema normativo e impulsar políticas públicas locales tendientes a aumentar la eficacia del acceso al Internet y a la banda ancha en todo el territorio de Coahuila, empezando, de acuerdo con la disposición transitoria antes citada, por garantizar dichos derechos en los edificios a cargo de la administración pública estatal y municipal. Todo lo anterior sin obviar el hecho de que, en los términos que marca la Constitución Federal, la materia de telecomunicaciones, donde se incluye la banda ancha y el Internet, está reservada a la Federación.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA
En los artículos 7 y 8 de nuestra Constitución local se reconocen, protegen y garantizan los derechos humanos de todas las personas, entre éstos el derecho a la libertad de expresión en cuya esencia radica la base para expandir la protección constitucional al acceso universal a Internet y a la banda ancha. 

Considerando que en el último párrafo del Artículo 8 se consigna específicamente la libertad de expresión, incluyendo dentro de ésta la libertad de emitir opiniones, de investigar, y de recibir o comunicar informaciones e ideas sin censuras, se deduce que éste es el apartado normativo idóneo para señalar que la libertad de expresión también incluye el derecho de acceso a Internet y a la banda ancha ya reconocido a nivel federal. Homologando así al Constituyente Permanente en el reconocimiento de este importante derecho humano. Esto, sin perjuicio de que, como se ha señalado, el acceso a Internet es un derecho que va mucho más allá del estricto ámbito de la libertad de expresión.  
Es importante recalcar que el hecho de que la materia de telecomunicaciones sea reservada a la Federación en términos del Artículo 73 de la Carta Magna, no representa per se un obstáculo para que los poderes públicos del estado de Coahuila, en el ámbito de las atribuciones que éstos tienen e inclusive en las señaladas en la normatividad federal, coadyuven a materializar la política de inclusión digital universal en el territorio coahuilense, misma que se encuentra a cargo del Ejecutivo Federal. Por el contrario, una correcta coordinación inter-institucional facilitaría una integración más ágil y efectiva de la población radicada en el territorio coahuilense a la sociedad de la información y el conocimiento, lo que garantizaría la inclusión digital mandatada en el Artículo 6, apartado B, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y, paralelamente, impulsaría el desarrollo político, económico, social y cultura de Coahuila.


En virtud de lo anterior, en cumplimiento a lo dispuesto en el último párrafo del artículo transitorio Décimo Cuarto de la reforma constitucional en materia de telecomunicaciones, y con el propósito de reconocer expresamente el derecho de acceso a Internet y a la banda ancha, tomando en consideración que se trata de una prerrogativa cuyo ejercicio contribuye a alcanzar una mayor efectividad de múltiples derechos humanos de los Coahuilenses, como lo son la libertad de expresión y el derecho a la información, así como que constituye un factor relevante para la inclusión, un aspecto esencial para el libre desarrollo de la personalidad y un detonante de la movilidad social, es que se somete a consideración de este Honorable Congreso del Estado, para su revisión, análisis y, en su caso, aprobación, la siguiente:

INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 8 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA
ARTICULO ÚNICO.- Se reforma el Artículo 8 párrafo séptimo y se adiciona al mismo un párrafo octavo, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue: 
Artículo 8º…
(…)
(…)

(…)

(…)

(…)

Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión. Este derecho comprende las libertades de opinión y de investigar, recibir o comunicar informaciones o ideas sin censura y a través de cualquier medio, sin más límites que los que establece la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
El acceso a internet y a la banda ancha son derechos reconocidos a todas las personas, de conformidad con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y demás disposiciones aplicables en la materia.

ARTÍCULO TRANSITORIO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

ARTÍCULO TRANSITORIO SEGUNDO.- En el ámbito de sus atribuciones, de conformidad con las disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como de sus normas reglamentarias en la materia, el Gobierno del Estado coadyuvará en la implementación de la política de inclusión digital universal a cargo del Ejecutivo Federal. Asimismo, realizará las acciones tendientes a garantizar el acceso a Internet de banda ancha en edificios e instalaciones de las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal. 

ATENTAMENTE,

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, A 12 DE MAYO DE 2016

DIPUTADO FRANCISCO TOBIAS HERNANDEZ
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